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San Luis Potosí, San Luis Potosí, cuatro de septiembre de dos mil veinticuatro. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2023/SS-2, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el ocho de noviembre de dos mil veintitrés por **********, en su carácter de representante legal de la persona moral ********** parte actora, en contra de la resolución de cinco de octubre de dos mil veintitrés, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo **********2023/2; turnado a ésta Sala Superior el veintiuno siguiente, mediante oficio **********, signado por la Magistrada de dicha Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para emitir la presente resolución.

SEGUNDO.- Por las razones y fundamentos que han sido expuestos en el considerando Cuarto de esta resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO del juicio...”.
II.- Inconforme con la referida determinación, **********, en su carácter de representante legal de la persona moral ********** parte actora, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el ocho de noviembre de dos mil veintitrés, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el veintiuno siguiente; atendiendo a que por auto de trece del mismo mes y año, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********2023/2.

III.- Por acuerdo de veinticuatro de noviembre de dos mil veintitrés
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por **********, con el carácter referido; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la autoridad demandada Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de once de diciembre de dos mil veintitrés
 se recibió escrito de la autoridad demandada por medio del cual desahogo la vista en el término otorgado en el auto de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la parte actora; y en el mismo auto, visto el estado procesal que guardaban los autos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de **********, en su carácter de representante legal de la persona moral ********** parte actora en el juicio génesis, personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en auto de treinta de mayo de dos mil veintitrés
.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153, primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,
 toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la parte actora el ocho de noviembre de dos mil veintitrés, por lo que dicha notificación surtió efectos el nueve siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del diez de noviembre al uno de diciembre del año próximo pasado; siendo que en ese lapso no deben contarse los días once, doce, dieciocho, diecinueve, veinticinco y veintiséis de noviembre de dos mil veintitrés, debido a que fueron sábados y domingos; así como el veinte de noviembre del citado año, por haberse declarado la suspensión de labores de este Tribunal, con motivo del 113 Aniversario de la Revolución Mexicana, por lo que, si el recurso de apelación se presentó el ocho de noviembre del año próximo pasado, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala Superior procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por **********, en su carácter de representante legal de la persona moral ********** parte actora en el juicio génesis, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.

En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de Origen, se advierte que en sentencia de cinco de octubre del dos mil veintitrés, se decretó el sobreseimiento del juicio, respecto del acto impugnado que el actor  hizo consistir en:

“La determinación y conminación de pago de la cantidad de $323,133.89 (TRESCIENTOS VEINTITRÉS MIL CIENTO TREINTA Y TRES PESOS 89/100 M.N.) por conceptos de “PRESUNTIVO DRENAJE COMERCIAL” y “PRESUNTIVO TRATAMIENTO COMERCIAL.”
De lo anterior se deduce, que este asunto es de cuantía determinada; el cual asciende al anteriormente señalado.

Por su parte, el artículo 152, fracción I, del Código Procesal de la materia, establece como requisito de procedencia, para los asuntos de cuantía determinada, como en el caso, que ésta exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad y Medida de Actualización vigente al momento de la emisión de la sentencia.

Luego, la sentencia que aquí se recurre se emitió el cinco de octubre de dos mil veintitrés, por lo que de una consulta a la página del Instituto Nacional de Estadística y Geografía
, se advierte que en dicha data, el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización ascendía a $103.74 (ciento tres pesos 74/100 moneda nacional).

Así las cosas, si se toma en consideración que el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización asciende a $103.74 (ciento tres pesos 74/100 moneda nacional), multiplicado por mil quinientos, en razón de que acorde a lo dispuesto por la fracción I, del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado, la cuantía debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la UMA, para la procedencia de la apelación-, arroja el total de $155,610.00 (ciento cincuenta y cinco mil seiscientos diez pesos 00/100 moneda nacional).

Lo anterior se refleja de la siguiente forma:

Valor diario UMA 2023: $103.74
Operación: 103.74 X 1500= $155,610.00
En esta tesitura, si la cuantía determinada, en el juicio contencioso en trato asciende a **********por conceptos de “PRESUNTIVO DRENAJE COMERCIAL” y “PRESUNTIVO TRATAMIENTO COMERCIAL.”; resulta superior a la requerida por la fracción I, del referido numeral 152, la cual dispone que debe exceder de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la resolución de sentencia, es decir superior a $155,610.00 (ciento cincuenta y cinco mil seiscientos diez pesos 00/100 moneda nacional).

De lo anterior se advierte, que los recursos intentados por las partes resultan procedentes en atención a que el monto de la litis rebasa el que establece la fracción I, del multicitado artículo 152 del Código Procesal de la materia.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.”
SÉPTIMO. Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.
I. Mediante auto de treinta de mayo de dos mil veintitrés
, dictado en el juicio de origen, se tuvo por recibido escrito firmado por **********, en su carácter de representante legal de la persona moral ********** por el cual demandó del Director de Comercialización del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), el acto que hizo consistir en:

“La determinación y conminación de pago de la cantidad de $323,133.89 (TRESCIENTOS VEINTITRÉS MIL CIENTO TREINTA Y TRES PESOS 89/100 M.N.) por conceptos de “PRESUNTIVO DRENAJE COMERCIAL” y “PRESUNTIVO TRATAMIENTO COMERCIAL.”

Asimismo, se admitió a trámite la demanda de referencia y se ordenó emplazar a las autoridades demandadas para que produjeran su contestación.
II. En acuerdo de trece de julio de dos mil veintitrés,
 el órgano jurisdiccional de origen, tuvo a ********** en su calidad de Directora Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), por contestando la demanda. 
III. El treinta y uno de agosto del año próximo pasado, se llevó a cabo la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se desahogaron las pruebas ofrecidas y admitidas por las partes y se citó
 para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2023-2.

IV. Mediante sentencia de cinco de octubre de dos mil veintitrés, la Segunda Sala Unitaria, decretó la improcedencia del juicio y, en consecuencia, el sobreseimiento del mismo, con fundamento en los artículos 228 fracción XI, en relación con el 229 fracción II, del Código Procesal Administrativo del Estado, al considerar sustancialmente lo siguiente: 
En primer término, conforme al artículo 228, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, advirtió de oficio, que en el asunto se actualizaba la causal de improcedencia que establece la fracción XII, de dicho artículo, en relación con el 7º de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí, cuyo estudio era preferente por ser una cuestión de orden público, toda vez que la acción intentada no correspondía a ninguno de los supuestos de procedencia del juicio de nulidad.
Que para establecer la competencia del Tribunal se debía atender a lo dispuesto en los artículos 1 y 7 de dicha Ley Orgánica, de lo que destacó las siguientes consideraciones:
· “Que la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el Estado de San Luis Potosí, es de orden público.

· Que la justicia administrativa en San Luis Potosí está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, que es un órgano de control de legalidad con plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos; 

· Que la competencia de este tribunal de jurisdicción contenciosa administrativa se acota a dirimir controversias suscitadas entre los particulares y la administración pública estatal y municipal, entendiendo como tal (administración pública) exclusivamente los órganos dependientes del Poder Ejecutivo del Estado y Municipios, es decir, las dependencias o entidades de carácter administrativo que integran al Poder Ejecutivo Estatal, municipal y organismos descentralizados cuando éstas emitan actos de naturaleza o contenido administrativo.

· Que las salas del Tribunal conocerán de los juicios que se promuevan en contra de actos y resoluciones de las Autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios, y de los organismos descentralizados estatales y municipales cuando éstos actúen como Autoridad; por lo que por regla general necesariamente se requiere de que exista una actuación definitiva por parte de una autoridad en la que determine, ordene o ejecute un agravio al interés jurídico del particular y que constituya por ende una resolución o acto definitivo, que permita a esta Sala Unitaria emitir un pronunciamiento en la medida que uno de los objetivos del juicio de nulidad es analizar la legalidad o ilegalidad de los actos de autoridad.”
Destacó además, que por regla general el juicio de nulidad, es un medio de defensa que el particular puede interponer cuando ve afectada su esfera jurídica, por algún acto o resolución emitida por una autoridad estatal, municipal o de un organismo descentralizado, a efecto de que el Tribunal de Justicia Administrativa dirima la controversia planteada y determine si la actuación de la autoridad administrativa se ajustó a los lineamientos legales que regulan su actuación, y que su jurisdicción es restringida, pues la procedencia está sujeta a que el acto de autoridad que se pretenda impugnar constituya un  “acto” o ”resolución definitiva” dictada de manera unilateral de las previstas por el mencionado artículo 7.

Por otra parte, la Sala resolutora precisó que la parte actora había señalado como acto impugnado la determinación y conminación de pago de la cantidad de ********** por conceptos de “PRESUNTIVO DRENAJE COMERCIAL” y “PRESUNTIVO TRATAMIENTO COMERCIAL.”, y para acreditar su existencia, acompañó el documento original del comprobante fiscal digital por internet, folio ********** de veintisiete de abril de dos mil veintitrés, con código QR, cadena original del complemento de certificación digital del SAT, sello digital del CFDI y sello digital del SAT.

Y, que del contenido de dicho documento advertía que no constituía un acto administrativo atribuible como actuación positiva, voluntaria y directa a la autoridad demandada, en relación con la determinación, cálculo o exigencia coactiva del tributo, sino que sólo acreditaba la existencia del pago consignado, de tal manera que no podía considerarse un acto de autoridad para efectos del juicio de nulidad donde se reclama su ilegalidad por vicios propios; que el actor pretendió sustentar la existencia del acto en un comprobante fiscal, el cual constituía solo el medio idóneo para justificar el cumplimiento de una obligación.
Asimismo, estableció que el citado documento, no había sido realizado directamente por la actuación de la autoridad ya que si bien, era el medio idóneo por el cual se podía comprobar el cumplimiento de pago de la contraprestación, de ninguna manera podía considerase por sí mismo, un acto de autoridad para efectos del juicio administrativo de nulidad, al no encontrarse sujeto al cumplimiento de los requisitos formales de fundamentación y motivación que para su legalidad exige el artículo 16 de la Constitución Federal, porque no había sido emitido por la autoridad en ejercicio de las facultades decisorias que le son atribuidas en la ley, ya que no se trataba de un acto unilateral a través del cual la autoridad demandada, creara, modificara o extinguiera situaciones jurídicas que afectaran la esfera legal del particular,  puesto que en atención a su propia naturaleza, el recibo de pago únicamente tenía el carácter de documento idóneo para comprobar el cumplimiento de la obligación fiscal.
Así, la A quo concluyó que el comprobante fiscal folio **********,  no se encontraba dentro de aquellas resoluciones respecto de las que de manera expresa confiriera a esa Segunda Sala de este Tribunal competencia, para conocer sobre su legalidad, habida cuenta que soslayó, su función es analizar la legalidad o ilegalidad de los actos de autoridad a la luz de las normas reguladoras del acto de autoridad y en el caso, no había materialmente un acto y/o resolución definitiva emitida unilateralmente, por la autoridad que causara agravio al demandante respecto del cual este Tribunal pudiera pronunciarse, por lo que, decidió que el juicio resultaba improcedente.
Invocando como sustento a lo anterior, las jurisprudencias  2a./J. 182/2008 y 2a./J. 193/2004, emitidas por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la siguiente voz: “TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. EL RECIBO DE PAGO RELATIVO NO CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD PARA LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO.” y “TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS Y DERECHOS POR SERVICIOS DE CONTROL VEHICULAR. EL RECIBO QUE ACREDITA SU ENTERO NO CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUGNABLE ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.”
Por otra parte, la Sala Resolutora estableció que no pasaba inadvertido, que la parte actora hizo referencia a la sentencia relativa al juicio de nulidad **********, dictada por el Tribunal de Justicia Administrativa en la Ciudad de México; sin embargo, en el caso, su actuación se encontraba sujeta a los supuestos de procedencia del juicio contencioso administrativo, previstos en el artículo 7° de la Ley Orgánica de este Tribunal, sin que se pudiera inobservar lo estatuido en dicho numeral, habida cuenta, que la competencia constituye un presupuesto procesal de índole jurisdiccional, sin el cual no puede iniciarse, tramitarse ni resolverse con eficacia jurídica un procedimiento.
Finalmente añadió, que en relación a la garantía de acceso a la justicia contemplada en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, referente a que toda persona tiene, dentro de los plazos y términos que fijen las leyes aplicables, derecho de comparecer ante Tribunales que administren justicia a instar a juicio y en su caso, para que se ejecute la resolución correspondiente, de manera tal, que ese derecho no debe ser obstaculizado de forma alguna; empero, el hecho de no estar prevista la procedencia del juicio contencioso administrativo tratándose del comprobante fiscal; ello no implicaba violación a dicho derecho, pues se establece una condición de reserva del sistema legal, conforme al cual, la administración de justicia se impartirá en los plazos y términos que fijen las leyes, pues la propia naturaleza del acto así lo exige, debido a la especialización en materia administrativa del tribunal.

Y en consecuencia, con fundamento en los artículos 228 fracción XI y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado, la Segunda Sala Unitaria declaró la improcedencia y  sobreseimiento del juicio, al concluir que el acto contenido en el comprobante fiscal folio **********, no era susceptible de integrar una resolución y/o acto dictado de manera unilateral por parte de la autoridad demandada y que pudiera analizarse si cumple con los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 Constitucional.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación. 

OCTAVO. Síntesis de agravios. En contra de la anterior determinación, la parte actora, ahora recurrente, esgrime en esencia los siguientes disensos.

1. Que el fallo recurrido contraviene los principios de legalidad pro persona e in dubio pro actione y de acceso a la justicia, toda vez que, no se identificó correctamente la Litis en el juicio, lo cual trascendió en el sentido del mismo, pues si bien acompañó a su escrito de demanda el comprobante fiscal folio **********ese documento no constituía el acto impugnado, puesto que, lo que se impugnó fue la determinación y conminación de pago de la cantidad de ********** por conceptos de “PRESUNTIVO DRENAJE COMERCIAL” y “PRESUNTIVO TRATAMIENTO COMERCIAL.”, además de que manifestó en sus conceptos de impugnación que era ilegal la imposición del monto en su contra, cuando no se emitió una resolución administrativa.
Afirma, que de la valoración de los actos impugnados se desprendía la existencia de un agravio real en la espera jurídica del actor, lo cual le otorgaba legitimación procesal activa suficiente para acudir al juicio de nulidad, lo cual no valoró la A quo; que el comprobante de pago que exhibió no constituía el acto impugnado, sino, un medio de prueba con el que pretendía acreditar la procedencia y oportunidad de la demanda, al no existir una resolución administrativa emitida en apego a la ley.
En apoyo a lo anterior, el recurrente cito la jurisprudencia de rubro: “DEMANDA DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE JALISCO. EL PLAZO PARA INTERPONERLA DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE EL ACTOR PAGÓ LA MULTA IMPUGNADA, AUNQUE NO SE LE HAYA NOTIFICADO O DESCONOZCA EL DOCUMENTO EN EL QUE CONSTA.”
También refiere, que al contestar la demanda, la autoridad manifestó en forma de confesión expresa que en termino del artículo 72 fracción I, del Código de la materia constituye prueba plena, que emitió una resolución a través de la cual determinó al actor la cantidad de **********con lo que se acredita la existencia de la determinación y conminación del monto impuesto del cual derivó la emisión del recibo de pago.
Por lo que señala, que contrario a lo resuelto por la Sala de Origen la demanda de nulidad resultaba procedente, pues la determinación de una cantidad liquida en su perjuicio con motivo de adeudos  presuntivos en un acto definitivo previsto en el artículo 7, fracciones I y III de la Ley Orgánica del Tribunal  Estatal de Justicia Administrativa del Estado.

2. En su segundo agravio la parte recurrente señala que se trasgredió el principio de legalidad, toda vez, la resolución reclamada está indebidamente fundada y motivada, en virtud de que la Sala Resolutora apreció indebidamente los hechos y la Litis, y aplicó el criterio de rubro: “TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS Y DERECHOS POR SERVICIOS DE CONTROL VEHICULAR. EL RECIBO QUE ACREDITA SU ENTERO NO CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUGNABLE ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.”, que no es aplicable al caso, pues no se trata del pago de un impuesto de tenencia de vehículos, sino de la determinación de un crédito fiscal por conceptos de “PRESUNTIVO DRENAJE COMERCIAL” y “PRESUNTIVO TRATAMIENTO COMERCIAL.”; es de decir, contribuciones en su modalidad de derechos. 
Invocando como sustento a lo anterior, los criterios, de la siguiente voz: “TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS. LOS ARTÍCULOS 122, FRACCIÓN II, Y 132, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN, QUE PARA EL CÁLCULO DEL IMPUESTO RELATIVO PREVÉN UNA TASA PREFERENTE PARA LOS AUTOMÓVILES DESTINADOS AL TRANSPORTE PÚBLICO, NO TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA.”; “ACUERDO DEL EJECUTIVO DEL ESTADO DE MÉXICO MEDIANTE EL CUAL SE SUBSIDIA EL 100% DEL PAGO DEL IMPUESTO SOBRE TENENCIA O USO DE VEHÍCULOS A DETERMINADOS CONTRIBUYENTES, PUBLICADO EN LA GACETA DEL GOBIERNO LOCAL EL 19 DE DICIEMBRE DE 2011. SU ARTÍCULO PRIMERO NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL DE IGUALDAD.”; “SISTEMA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE LEÓN, GUANAJUATO. ES AUTORIDAD RESPONSABLE PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO CUANDO LIMITA O SUSPENDE EL SERVICIO DE AGUA POTABLE POR FALTA DE PAGO DE LOS DERECHOS RELATIVOS.” , y “AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO Y SANEAMIENTO. LA SANCIÓN ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY QUE REGULA LA PRESTACIÓN DE ESE SERVICIO PÚBLICO EN EL ESTADO DE COLIMA, PARA LOS USUARIOS QUE INCUMPLAN CON EL PAGO DE LOS DERECHOS RESPECTIVOS, NO VIOLA LA GARANTÍA DE AUDIENCIA CONSAGRADA EN EL ARTÍCULO 14 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.”

De lo que señala, se advierte que la tenencia vehicular se refiere a un impuesto de carácter local, y tratándose de agua potable, alcantarillado y saneamiento constituye un derecho, pues es un cobro que realiza el estado con motivo de la prestación de dichos servicios, por lo que, la naturaleza de ambas contribuciones es distinta; de ahí que, resulte ilegal que la Sala de Origen determinara que el pago realizado con motivo de la determinación por derechos, es equivalente a una autoliquidación de impuestos, dado que se trata de contribuciones diversas, en tanto que, en los derechos el particular no es el encargado de efectuar el cálculo, sino únicamente de hacer el entero antes las autoridades responsables, previa determinación y conminación de pago.
Por lo tanto dice, que el criterio y los motivos que emitió la Resolutora, son inaplicables al caso, pues la autoridad sí realizó una conducta positiva en ejercicio de sus facultades, ya que determinó el monto y condicionó el pago a la prestación del servicio al contribuyente y el beneficio del uso de sus recursos, creando así una situación jurídica unilateral y obligatoria que materializa con la emisión del recibo de pago respectivo, en donde no interviene la voluntad del contribuyente; citando en apoyo a lo anterior, las tesis de rubro: “DERECHOS POR SERVICIOS PRESTADOS POR EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD POR CONCEPTO DE ANÁLISIS Y CALIFICACIÓN DE DOCUMENTOS QUE CONTENGAN ACTOS INSCRIBIBLES, ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 203-BIS, INCISO A), DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE QUINTANA ROO. AL SER DE PAGO PREVIO, SU COBRO, MATERIALIZADO EN EL RECIBO DE PAGO RESPECTIVO, CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD IMPUGNABLE EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 153/2007).”; y “DERECHOS POR SERVICIOS DE PAGO PREVIO. AL SER SU LIQUIDACIÓN UNA INTERVENCIÓN POSITIVA DE LA AUTORIDAD, CONSTITUYE UN ACTO DE AUTORIDAD IMPUGNABLE EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 153/2007).”
Por otro lado, señala que las causales de improcedencia son una excepción al derecho de acceso a la justicia y, es necesario que se interpreten de manera restrictiva, cuando se contraponga a los principios pro persona e in dubio pro actione, conforme a la tesis de rubro: “PRINCIPIO PRO PERSONA. SU APLICACIÓN PERMITE OPTIMIZAR LA ADMISIÓN DE RECURSOS EN AMPARO.”
Destacó además, que en apoyo a los dispuesto por los principios de instancia de parte y agravio real y actual, el juicio de nulidad puede promoverse por el sujeto a quien afecta de manera calificada el acto impugnado y, en el caso, le asiste legitimación procesal activa a la actora para demandar la nulidad, siendo que la oportunidad se manifiesta si se toma en cuenta la fecha en que liquido la cantidad total; y, que sirve de sustento por mayoría de razón lo resulto por el Juez Décimo Primero de Distrito en materia Administrativa de la Ciudad de México en el expediente **********, que fue confirmado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito en el recurso de revisión **********
Que dicha situación repercutió también en los principios de acceso a la justicia, tutela judicial efectiva y pro actione reconocidos en el 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8 numeral 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

3. Finalmente, la parte recurrente, en su tercer agravio estima que le irroga perjuicio que la Sala A quo violentara en su prejuicio el principio de debido proceso consagrado en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los derechos de acceso a la impartición de justicia y tutela jurídica efectiva previstos en el numeral 17 del mismo ordenamiento, al no otorgarle el plazo para ampliar la demanda en términos del artículo 237, fracción IV del Código Procesal Administrativo del Estado, pues refiere, que la autoridad demandada al formular su contestación exhibió el oficio determinante de la sanción impugnada, además de introducir a juicio cuestiones que eran desconocidas por el actor, por lo que resultaba obligatorio respetar dicho derecho; citando en apoyo a lo anterior, las jurisprudencias de rubro: “DEMANDA DE NULIDAD. SU AMPLIACIÓN CONSTITUYE UN DERECHO PARA EL ACTOR Y UNA OBLIGACIÓN PARA LA SALA FISCAL DE RESPETAR EL PLAZO DE 20 DÍAS ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PARA HACERLO.”; y “DEMANDA DE NULIDAD. EL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DEL MAGISTRADO INSTRUCTOR DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DE RESPETAR EL PLAZO DE 20 DÍAS ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PARA AMPLIARLA, ES UNA VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO CUYA TRASCENDENCIA AL RESULTADO DEL FALLO DEBE EXAMINARSE EN EL AMPARO DIRECTO.”
NOVENO.- Estudio. El tercer agravio que hace valer el recurrente, resulta fundado aunque con base en el artículo 156, párrafo quinto, del Código Procesal Administrativo del Estado en suplencia de la queja este Tribunal advierte es suficiente para revocar la determinación combatida para efecto de reponer el procedimiento por existir violación procesal en la substanciación del juicio de origen, por las razones y para los efectos que a continuación se explican; de conformidad con lo establecido en los artículos 156, párrafo tercero, del mismo Código y 23, fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que a la letra dicen:

“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

(…)

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento. (…)
Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.
(…)”

“ARTÍCULO 23. Son facultades de la Sala Superior Unitaria las siguientes:

(…)

IV. Ordenar que se abra la instrucción y la consecuente devolución de los autos que integran el expediente a la sala de origen, cuando se advierta una violación substancial al procedimiento o cuando considere que se realice algún trámite en la instrucción;

(…)”
En el caso, se consideran violadas las reglas esenciales del procedimiento, en virtud de que la magistrada A quo no dio a conocer a la parte actora el oficio a través del cual la demandada dio contestación al escrito de demanda y las pruebas que al efecto exhibió, a fin de que estuviera en condiciones de ampliar su demanda, en términos de lo establecido en el artículo 237, fracciones II y IV, del Código de la materia, que establece:
“ARTÍCULO 237. La demanda podrá ampliarse dentro de los diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación del acuerdo que admita su contestación, en los casos siguientes:

II. Contra el acto principal del que derive la resolución impugnada en l demanda, así como su notificación, cuando se den a conocer en la contestación;

IV. Cuando con motivo de la contestación, se introduzcan cuestiones que no sean conocidas por el actor al presentar la demanda, y …”
De la exégesis del artículo transcrito, se obtiene que en el juicio contencioso la parte accionante tendrá el derecho de ampliar su demanda, entre otros supuestos, cuando al contestar la autoridad de a conocer al actor el acto principal del cual derive la resolución impugnada o aporte al juicio cuestiones que no sean conocidas por el actor; es decir, datos, pruebas o elementos que están relacionados con la legalidad del acto inicialmente impugnado; siendo esto, lo que justifica que la Sala Unitaria dé a conocer al actor los nuevos datos aportados al juicio para que tenga la oportunidad de controvertirlos en ampliación de demanda y se delimite en forma completa la litis del juicio.
Ahora bien, la parte actora en su escrito inicial de demanda, impugnó la determinación y conminación de pago de la cantidad de **********por conceptos de “PRESUNTIVO DRENAJE COMERCIAL” y “PRESUNTIVO TRATAMIENTO COMERCIAL.”, y manifestó tener conocimiento de dicha determinación el veintisiete de abril de dos mil veintitrés, fecha en que realizó su pago, para lo cual exhibió el comprobante fiscal de folio ********** emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), además de dolerse de la ilegalidad de dicha determinación, en virtud de que no se respetaron las formalidades del procedimiento, al no haberse emitido una resolución a través de la cual se dirimiera la cuestión debatida.
Al respecto, **********, en su carácter de Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, (INTERAPAS), al producir su contestación de demanda, señaló lo siguiente: 
“[…]

En lo que concierne al CAPITULO DE ANTECEDENTES DE LA PRESENTE DEMANDA MARCADO COMO EL NUMERAL
1, 2, 3 y 4.- los correlativos que se contestan son parcialmente ciertos, siendo verdad que en dicha fecha el actor realizó un pago por la cantidad de ********** por concepto de “PRESUNTIVO DE DRENAJE COMERCIAL y PRESUNTIVO TRATAMIENTO COMERCIAL”, más la correspondiente multa por contar con servicio de drenaje clandestino. Así mismo permito señalar que en fecha 25 de octubre del 2022 mediante oficio ********** se ordenó realizar una inspección y verificación al domicilio ubicado en ********** con número de contrato **********, a la cual se le asignó como número **********, esto toda vez que existía un reporte en el cual se señalaba que la negociación instalada en dicho domicilio contaba con una descarga conectada a la red pública sin contar con contrato y/o permiso por parte de mi mandante, por lo que dicha diligencia se celebró en fecha 23 DE NOVIEMBRE DEL 2022, en términos del artículo 14, 16 constitucional, 79 fracción XX, 92 fracción I, 136 fracción I, 140, 214 y 215 de la ley de aguas para el estado, y 47 fracción XVI, XVII y XVII del reglamento interno de INTERAPAS, autorizado para que lleve a cabo diverso personal de este organismo, oficio que fue suscrito por el LIC. **********, DIRECTOR DE COMERCIALIZACIÓN DE ESTE ORGANISMO OPERADOR, en el antes citado oficio se señaló los puntos en los cuales versaría dicha diligencia, siendo los siguientes: 
1.- Registrar el número de tomas que existen en el predio, asentando marca, número de medidor de agua, lectura, diámetro y debiendo verificar el estatus del mismo.
2.- Determinar número y diámetro de descargas conectadas a la red.
3.- La forma de abastecimiento, el tipo de agua utilizada especificando los volúmenes en metros cúbicos de manera mensual y/o trimestral exhibiendo la documentación que lo ampare.
4.- Si la edificación a inspeccionar está dividida en dos o más usos.
5.- Si existe bomba de succión conectada de manera directa a la red de agua potable.
6.- Que no existan toma clandestina y/o derivaciones y/o conexiones al drenaje no autorizadas.
Así mismo dicha diligencia fue atendida por ********** quien refirió ser SUBGERENTE DE TIENDA, identificándose con identificación oficial, datos que obran en la citada acta de inspección, así mismo dicha diligencia fue llevada a cabo por la LIC. **********inspector y verificador designada en el oficio antes citado, identificándose con oficio de habilitación con número de oficio ********** de fecha 21 de septiembre del 2022, suscrito por el ING. ********** Director General del  Organismo Operador en dicha fecha, dentro de dicha diligencia se le hizo saber al usuario el derecho que contaba para desinar a dos testigos, designado únicamente al C. **********, quien proporciono identificación oficial, datos que obran dentro de la citada acta, una vez llevada a cabo dicha diligencia se le hizo saber a la persona que atiendo la diligencia que contaba con un término de 10 días hábiles para comparecer y proporcionar pruebas que estime convenientes tendientes a desvirtuar los hechos y/p omisiones que derivaban de dicha inspección, se le hizo saber que dichas probanzas podían ser presentadas ante el organismo operador dentro de dicho termino, una vez que firmaron todos los comparecientes dentro de la citada diligencia se les proporciono copia de la misma a la persona que atendió la citada diligencia.
Es por lo que en fecha 30 de marzo del 2023 se emitió resolución de la inspección y verificación **********, el cual con base en la citada inspección se determinó en el considerando SEXTO, lo siguiente:
SEXTO.- En cuanto al inciso marcado con el NUMERO 3, a saber, la forma de abastecimiento, el tipo de agua utilizada especificando los volúmenes en metros cúbicos de manera mensual y/o trimestral exhibiendo la documentación que lo ampare, se desahogó de manera satisfactoria tal y como obra en el INCISO 3 DEL ACTA DE VERIFICACIÓN, dejando constancia en el acta que el suministro es por medio de la red de agua potable municipal, así como por medio de noria, la cual cuanta con bomba con bomba centrifuga de 1 HP la cual se utiliza para el abastecimiento del predio, almacenamiento de agua en cisterna de aproximadamente 100m3, la cual no cuenta con caída a la red, utilizan para uso sanitario y limpieza general, así como para producción de panadería. 
Derivado de sus instalaciones hidráulicas y de acuerdo a los artículos 10, 11, 12, 13, 14 y 15 de la Ley de Cuotas y Tarifas para la prestación de los Servicios Públicos de Agua Potable, Drenaje Alcantarillado, Saneamiento y Disposición Final de Aguas Residuales del Organismo Operador Intermunicipal, de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., para el Ejercicio Fiscal 2023, se Imputa a ********** Y/O REPRESENTANTE LEGAL Y/O PROPIETARIO y/o POSEEDOR DEL PREDIO, cumplir con el pago de la cantidad ********** de consumos presuntivos según lo estipulado en los Artículos 227 Fracc. IV y 228 Fracc. III de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí. De acuerdo a lo siguiente: 
… (TABLA)
Artículo 227. Procederá la determinación presuntiva del volumen de consumo del agua, cuando:
IV. No se cuente con los contratos o permisos de conexión a las redes de agua y drenaje, y se haga uso de los servicios públicos; 
ARTICULO 228. Para los efectos de la determinación presuntiva a que se refiere el artículo anterior, se calculará y exigirá el pago, considerando indistintamente:
III. La cantidad de agua que se calcule que el usuario pudo obtener durante el periodo para el cual se efectúe la determinación, de acuerdo con las características de sus instalaciones;
Así mismo dicha resolución se le hizo de su conocimiento tal y como lo refiere la parte actora en el punto 3 de los hechos de su demanda realizó su pago en fecha 27 de abril del 2023, de lo que se colige que al tener conocimiento de la cantidad a cubrir. 
Siendo preciso señalar de la cita inspección y verificación determinó la existencia de una descarga de drenaje no autorizado por lo que se procedió a sancionar de conformidad a la Ley De Aguas Para El Estado, una vez hecho lo anterior y de conformidad con el articulo 47 fracción XVIII del reglamento interno de INTERAPAS, se realiza la cuantificación de las cuotas de drenaje y tratamiento, para tal efecto la persona que atendió dicha diligencia refirió que además del agua potable, así como por medio de noria, la cual cuanta con bomba centrifuga de 1 HP la cual se utiliza para abastecimiento del predio, almacenamiento de agua en cisterna de aproximadamente 100m3, cantidad con la cual se realizó la cuantificación de los presuntivos, con base en las cuotas correspondientes a cada periodo.
 […]”

Asimismo, el Organismo demandado anexó a su contestación copia certificada de la orden de inspección de veinticinco de octubre de dos mil veintidós, acta de inspección de veintitrés de noviembre de dos mil veintidós y resolución de visita de inspección y verificación ********** de treinta de marzo de dos mil veintitrés. 
En ese sentido, al haber referido la demandada a través del escrito de contestación que el veinticinco de octubre del dos mil veintidós, mediante oficio ********** ordenó realizar una inspección y verificación al domicilio ubicado en ********** con número de contrato **********, toda vez que existía un reporte en el cual se señalaba que dicho domicilio contaba con una descarga conectada a la red pública sin contar con un contrato y/o permiso por parte del Organismo demandado, y que dicha diligencia se celebró el veintitrés de noviembre del mismo año, dictándose resolución de visita de inspección y verificación **********el treinta de marzo de dos mil veintitrés; y al haber exhibido dichas documentales, era necesario que se diera vista a la parte actora conforme a lo estipulado en el artículo 237 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, para que el accionante procediera a ampliar si así lo creía conveniente, la demanda dentro de los diez días posteriores al en que surtió efectos la notificación del acuerdo que tuvo por recibida la contestación de demanda (trece de julio de dos mil veintitrés
), pues a partir de ahí, se aportaron en el juicio datos, pruebas y elementos relacionados con la legalidad del acto inicialmente impugnado en la demanda, ya que no eran del conocimiento de la parte actora. 
Es decir, las consideraciones de hecho y de derecho aducidas en la contestación de demanda, así como las pruebas exhibidas, se trata de aspectos que no conocía la parte accionante, motivo por el cual era necesario se le otorgara la oportunidad de ampliar o no, la demanda, a efecto de que pudiera imponerse de su contenido y formular argumentos de disenso en su contra, así como ofrecer pruebas al respecto, de considerarlo conveniente, tal como lo refiere en su disenso.
En efecto, la posibilidad de ampliar la demanda se traduce en una formalidad esencial del procedimiento, en tanto tiene por objeto que la parte actora pueda expresar los argumentos y ofrecer las pruebas que estime conducentes para combatir las razones y fundamentos de actos o decisiones que desconocía al presentar su demanda inicial, en la inteligencia de que el ejercicio de ese derecho no está limitado, lo que se explica al tener en cuenta que los supuestos de ampliación de la demanda previstos en el artículo 237 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, pueden actualizarse sucesivamente en el propio juicio, como acontece.
En ese contexto, si de los argumentos referidos en la contestación de demanda y de la presentación de documentos se aprecia que éstos no eran del conocimiento de la parte actora, debió concederse a la parte promovente la oportunidad de ampliar su demanda para que pudiera expresar los argumentos y ofrecer las pruebas que estimara conducentes para impugnar su validez, máxime que pueden objetarse las pruebas ofrecidas por la autoridad en cuanto a su alcance y valor probatorio, y además formularse conceptos de invalidez y ofrecer pruebas para impugnar los aspectos novedosos que introdujo la autoridad, y de esta manera, se delimitara en forma completa la litis del juicio, para resolver las pretensiones de la parte accionante.
Por otra parte, no se soslaya que si bien la Sala Resolutora en el acuerdo en que tuvo por recibida la contestación de demanda de trece de julio de dos mil veintitrés, ordenó correr traslado a la parte actora con la copia simple del oficio de contestación y sus anexos, de la constancia de notificación electrónica que obra agregada en autos del juicio de origen
, se advierte que el ocho de agosto de dos mil veintitrés le fue notificado a la parte actora únicamente el contenido de dicho auto; es decir, no se advierte se haya corrido traslado con el oficio de contestación y sus anexos.

Por lo que, se tiene que en el caso no se observaron las reglas esenciales del procedimiento, debido a que no se permitió a la parte actora asegurarse una adecuada defensa en el juicio, pues es un derecho fundamental reconocido en el segundo párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra indica:
"Artículo 14. [ ... ]

 Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho.

[ .. . ] ."

La disposición constitucional transcrita otorga al gobernado el derecho a una defensa adecuada que aplica en cualquier procedimiento de naturaleza jurisdiccional, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento, cuyo conjunto integra el derecho de audiencia previa, que permite que los gobernados ejerzan sus defensas antes de que las autoridades modifiquen su esfera jurídica definitivamente.
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que en términos generales, las formalidades esenciales del procedimiento se traducen en:
1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias;
2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 
3) La oportunidad de alegar; y;
4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. 
Lo dicho se sustenta en la jurisprudencia P.lJ.47/952 del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro y texto son los siguientes: 
“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO. La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento". Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado.”

En esa tesitura, las formalidades esenciales del procedimiento no fueron debidamente satisfechas en el juicio de origen, ya que a la recurrente no se le dio la oportunidad de ampliar la demanda, ante el conocimiento de nuevos datos, pruebas y elementos, que se encuentran vinculados con el acto inicialmente impugnado en el juicio contencioso administrativo, por lo que se le dejó en estado de indefensión.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, por su espíritu, el contenido de las jurisprudencias 2a./J. 71/2009 y 2a./J. 70/2009 sustentadas por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes:
“DEMANDA DE NULIDAD. SU AMPLIACIÓN CONSTITUYE UN DERECHO PARA EL ACTOR Y UNA OBLIGACIÓN PARA LA SALA FISCAL DE RESPETAR EL PLAZO DE 20 DÍAS ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PARA HACERLO. Una nueva reflexión sobre la obligación de la Sala Fiscal de acordar sobre la admisión del escrito por el que se contesta la demanda de nulidad y otorgar expresamente al actor el plazo para ampliarla, conduce a la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación a abandonar el criterio sustentado en la jurisprudencia 2a./J. 48/2001, de rubro: "DEMANDA DE NULIDAD. ES OBLIGACIÓN DE LA SALA FISCAL, AL ACORDAR SOBRE LA ADMISIÓN DEL ESCRITO POR EL QUE SE CONTESTA, OTORGAR AL DEMANDANTE EL TÉRMINO DE VEINTE DÍAS QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 210 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PARA AMPLIARLA.", para concluir que, si bien el Magistrado instructor del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa al recibir la contestación de la demanda de nulidad debe dictar un acuerdo sobre su admisión, resulta innecesario que en el citado acuerdo establezca expresamente que a la parte actora se le confiere el plazo de 20 días para la ampliación de su demanda, pues dicho plazo no es una concesión que aquél deba otorgar, sino un derecho del actor cuando se encuentra en los supuestos establecidos actualmente en el artículo 17 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo (antes en el 210 del Código Fiscal de la Federación); siendo relevante que el señalado plazo en los casos precisados en el precepto últimamente citado, sea respetado a favor del demandante, pues de no hacerlo la autoridad jurisdiccional incurrirá en una violación procesal que dejará al actor en estado de indefensión y, consecuentemente, trascenderá al resultado del fallo.”

“DEMANDA DE NULIDAD. EL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN DEL MAGISTRADO INSTRUCTOR DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DE RESPETAR EL PLAZO DE 20 DÍAS ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PARA AMPLIARLA, ES UNA VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO CUYA TRASCENDENCIA AL RESULTADO DEL FALLO DEBE EXAMINARSE EN EL AMPARO DIRECTO. Si bien es cierto que el indicado precepto establece el derecho del actor en el juicio de nulidad para ampliar su demanda una vez contestada, y que tal ampliación constituye una formalidad esencial del procedimiento cuyo ejercicio no debe negarse de plano, también lo es que el Tribunal Colegiado de Circuito, al resolver en el juicio de amparo directo la legalidad del respeto a dicho plazo por parte del Magistrado instructor del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, debe analizar si la violación al procedimiento impugnada trasciende o no al resultado del fallo, en términos de los supuestos de excepción al derecho de la parte actora para ampliar su demanda a que se refiere el artículo 17 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.”

En consecuencia, con fundamento en los artículos 156, párrafo tercero, del Código Procesal Administrativo del Estado y 23, fracción IV de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, lo que procede es revocar la sentencia apelada de cinco de octubre de dos mil veintitrés, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, en los autos del juicio contencioso administrativo **********/2023-2, y se ordena la reposición del procedimiento, hasta el auto de recepción de la contestación de demanda de trece de julio de dos mil veintitrés, para que la Sala resolutora:

a) Notifique dicho acuerdo a la parte actora.
b)  Le corra traslado con el oficio de contestación del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS) y sus anexos, a fin de que se encuentre en condiciones de ampliar su demanda, y una vez hecho lo anterior, continúe la secuela procesal y dicte la sentencia definitiva que en derecho proceda.
Por último, en virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que se ordenó reponer el juicio; resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte recurrente en su escrito de apelación, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio al apelante que el obtenido en los términos de este fallo. 

Refuerza lo anterior, la jurisprudencia, cuyo texto señala lo siguiente:
"CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la Litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia."

Habilitación de notificación de sentencia.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y 23, fracción IV de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es de resolverse y se:

RESUELVE

PRIMERO. Se revoca la sentencia apelada de cinco de octubre de dos mil veintitrés, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, en los autos del juicio contencioso administrativo **********/2023-2. 

SEGUNDO. Se ordena la reposición del procedimiento hasta el auto de recepción de la contestación de demanda de trece de julio de dos mil veintitrés, para los efectos establecidos en el último considerando de esta determinación.
Notifíquese por buzón electrónico a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido del Licenciado Juan Carlos Romero Oviedo, Secretario Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. Rúbricas.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


� Fojas 22-25 del Toca.





�Foja 39 y 40 del Toca.





�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.





“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


� Fojas 20-22 del juicio de origen.


�“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


� https://www.inegi.org.mx/temas/uma/


� Fojas 20-22 del expediente de origen.


� Fojas 79 - 81 del juicio de origen.





� Foja 84 del juicio de origen.


� Fojas  79 y 81 del expediente de origen.


� Foja 77 del expediente de origen.


� Registro digital: 200234 Instancia: Pleno Novena Época Materias(s): Constitucional, Común Tesis: P./J. 47/95 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo II, Diciembre de 1995, página 133 Tipo: Jurisprudencia.


� Registro digital: 167269 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 71/2009 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIX, Mayo de 2009, página 139 Tipo: Jurisprudencia.


� Registro digital: 167270 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 70/2009 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIX, Mayo de 2009, página 139 Tipo: Jurisprudencia.





� 1.2o.A. J/23, sentada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a la Novena Época, Tomo X, de agosto de 1999, página 647.


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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